
relativas a las Islas, Cabildos, Consejos Insulares,
Juntas Generales y Diputaciones Forales (art. 6, por
el que se añaden las disposiciones adicionales
tercera y cuarta LOTe). Tal condición les puede ser
atribuida a partir de las previsiones de los arts. 137
y 140 CE, en los que se configura el municipio como
ente territorial básico en todo el territorio del Estado,
respecto al cual, a diferencia de la provincia, no
existe previsión constitucional alguna que permita
disponer de su existencia o de su base organizativa.
Si bien, como se dirá, Ceuta y Melilla son entes
municipales dotados de un régimen de autonomía
local singular, reforzado respecto del régimen gene-
ral de los demás municipios, que viene regulado por
las previsiones específicas contempladas para am-
bas ciudades en sus respectivos estatutos de auto-
nomía en cuanto a su estructura organizativa, siste-
ma de competencias, régimen jurídico, mecanismos
de cooperación con la Administración del Estado y
régimen económico y financiero, especialmente.

En apoyo de esta conceptuación de la ciudad de
Ceuta como ente municipal, a los efectos de accio-
nar ante el Tribunal Constitucional en defensa de su
autonomía, cabe traer a colación también las refe-
rencias al municipio de Ceuta que se contienen en el
articulado de su Estatuto de Autonomía (art. 4) o al
territorio municipal de Ceuta como delimitación del
territorio de la ciudad (art. 2). También la condición
de concejales que ostentan los miembros de la
Asamblea de Ceuta (art. 7.2) y la de Alcalde que
corresponde al Presidente de la ciudad (art. 15), así
como la previsión relativa a la acomodación de la
organización del Ayuntamiento de Ceuta a lo esta-
blecido en el Estatuto de Autonomía (disposición
transitoria primera), pues, más allá de la denomina-
ción específica de los órganos institucionales de la
ciudad, o de la posible superposición de la estructura
organizativa municipal y la resultante de su Estatuto
de Autonomía, el gobierno y la administración de los
municipios corresponde  a sus respectivos Ayunta-
mientos,  integrados (art. 140 CE) por los alcaldes y
consejales (condición de alcalde que ostenta el
presidente; de concejal que debe reconocerse a los
miembros de la Asamblea). Y, en fin, tal conceptuación
parece también avalada por la aplicación de la
legislación reguladora de la Administración Local en
el ámbito competencial (arts. 12.2 y 25) respecto de
materias tales como el régimen electoral de la
Asamblea de la ciudad (art. 7), el régimen jurídico

administrativo (art. 3), la función pública (art. 31) y
el régimen económico y financiero (art. 34,36 y 38).

Como se ha dicho la ciudad de Ceuta dispone
de un régimen especial de autonomía, basado en
el procedimiento previsto en el art. 144 b) CE, en
aplicación del cual las Cortes Generales acorda-
ron su Estatuto de Autonomía, el cual, según
establece su preámbulo, "es la expresión jurídica
de la identidad de la ciudad de Ceuta y define sus
instituciones, competencias y recursos, dentro de
la más amplia solidaridad entre todos los pueblos
de España". Ceuta posee pues un régimen singu-
lar de autonomía local, que encuentra su funda-
mento en la propia Constitución y se regula en el
Estatuto de Autonomía de la ciudad, lo cual tiene
reflejo en su peculiar régimen competencial, como
admite el Abogado del Estado.

En efecto, la ciudad de Ceuta dispone de las
competencias contempladas en el título II de su
Estatuto y "ejercerá, además, todas las compe-
tencias que la legislación estatal atribuye a los
Ayuntamientos, así como las que actualmente
ejerce de las Diputaciones provinciales y las que
en el futuro puedan atribuirse a éstas por ley del
Estado" (art. 25 EACta). Ahora bien, de lo anterior
no se deduce que aquellas competencias propias
sólo de la ciudad de Ceuta excedan de la autono-
mía local que le está constitucionalmente garanti-
zada, como sostiene el Abogado del Estado, y en
consecuencia no puedan invocarse en este proce-
so constitucional. Al respecto cabe recordar que la
autonomía local reconocida en los arts. 137, 140 y
141 CE se configura como garantía institucional de
un núcleo de autogobierno de los entes locales que
les hace reconocibles para la imagen socialmente
aceptada de ellos y que se concreta en un derecho
a participar en los asuntos que les atañen, el cual
admite distintos grados de intensidad (STC  32/
1981, de 28 de julio, FJ 4); de ahí que la Ley pueda
concretar "el principio de autonomía de cada tipo
de entes, de acuerdo con la Constitución" (STC 4/
1981, de 2 de febrero, FJ 3). Debe admitirse, pues,
que los citados preceptos constitucionales contie-
nen una garantía plural de "las autonomías provin-
cial y municipal" (STC 159/2001, de 5 de julio, FJ
4), garantía que incluye también la tutela de la
disponibilidad de las facultades de carácter espe-
cial que puedan venir atribuidas a algunos entes
locales en virtud de circunstancias que tengan
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